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Temas: 

          PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD EN RESGUARDO / NO SE ACREDITAN REQUISITOS / DECISIÓN EN PROCESO PENAL NO ESTÁ EN FIRME / IMPROCEDENCIA DE TUTELA / VULNERACIÓN DEL DERECHO DE DEFENSA Y DEBIDO PROCESO / FALLO EXTRA PETITA EN TUTELA / CONCEDE. En ese punto en particular, lo que se sabe es que el proveído del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas le fue notificado al interno ANTONIO ANTIVIA, y al percatarse el despacho de la carencia de abogado defensor, procedió a nombrarle al Dr. HERNÁN ANGARITA para que lo representara -lo cual se hizo con ocasión de la interposición de esta acción de tutela-, pero de la información que el referido profesional aportó a esta Corporación al momento de acercarse a ser enterado de esta acción, se evidencia sin lugar a dudas que no obstante tal designación el mismo no ha sido enterado de ello, y que muy a pesar que esa notificación se llegare a surtir, él no aceptará el encargo .

Tal situación implica que a la hora de ahora la decisión allí proferida todavía no ha cobrado firmeza, y por ende será en el interior del mencionado proceso donde se ventilen las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama…

Tal circunstancia conllevaría a que esta Sala declarara la  improcedencia de la acción constitucional, al ser evidente que la petición elevada por el actor y los miembros del Resguardo Indígena Alto Silencio, aun surte su trámite al no haber cobrado ejecutoria. No obstante, estima la Corporación que de la información arrimada al dossier se evidencian hechos externos a la providencia adoptada por el funcionario judicial que comporta predicar que el asunto aquí planteado tiene relevancia constitucional al avizorarse la afectación de la garantía del derecho de defensa y debido proceso del actor, como pasa a verse.

(…)

Lo anterior, en sentir del Tribunal, vulnera el debido proceso y el derecho a la defensa que debe regir todas las actuaciones judiciales, sin exclusión alguna, ya que el Estado está en la obligación de proveer un apoderado judicial para que asista los intereses del señor AAN en el proceso que se surte en su contra, circunstancia esta que si bien procuró ser subsanada en su momento por el despacho accionado, a raíz de la situación advertida aún no se ha concretado eficazmente y por ende debe ser objeto de salvaguarda por parte del juez constitucional en forma extra petita . Así las cosas y ante la irregularidad advertida, la Sala tutelará el derecho fundamental a la defensa y debido proceso.
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                                          RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                                   Acta de Aprobación No. 249
                                                  Hora: 3:10 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por los señores JOSÉ BERCELIO BECHECHE RUBIANO -Gobernador Indígena Peña del Alto del Silencio de Tadó (Ch.)-, LEONARDO LUIS ANTIBIA -Secretario-, LUIS ALBERTO DOBIGAMA -Alguacil Mayor- y ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA -privado de la libertad-,  contra el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas  y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos étnicos y científicos como la supervivencia cultural y tradicional, a la autonomía, a la autodeterminación, al debido proceso, a la jurisdicción especial indígena, a la protección cultural, a la colectividad étnica y de petición.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantean entre otros, el interno ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA, se pueden sintetizar así: (i) luego de hacer alusión a la procedencia excepcional de la acción constitucional, señalan que han pedido el traslado del interno ANTONIO ANTIVIA, quien se haya privado en la cárcel de Pereira, donde cumple una pena de 208 meses por el delito de homicidio, sin haberse tenido en cuenta que podría pertenecer a dicha etnia y por ende no fue juzgado con sus propias normas; (ii) al estar recluido en una cárcel civil, pierde el valor fundamental como principio de los derechos étnicos lo que atenta contra su propia vida cultura y se acostumbraría a recibir una cultura distinta, que no la de su origen; (iii) los miembros de las comunidades indígenas no deben cumplir penas en establecimientos ordinarios de reclusión, ya que la mayoría de costumbres indígenas no concibe la pena de encarcelamiento como una forma de sanción a un comportamiento reprochable, lo cual desconoce la libre determinación de los pueblos, el pluralismo jurisdiccional del Estado Colombiano y el Convenio 169 de la O.I.T., así como la autonomía e independencia de la jurisdicción conforme el canon 7° C.N.; (iv) el artículo 2° del Decreto 2001 de 1998 es un estatus especial que se manifiesta en el ejercicio de facultades normativas y jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de acuerdo con sus valores culturales propios, en la medida de permitirles administrar su propia justicia de conformidad con sus usos y costumbres y de gobernarse por autoridades propias, como lo dicen los artículos 246, 286, 287 y 330 C.N.; (v) hacen alusión al reconocimiento que hace la Constitución Nacional a la jurisdicción indígena y el Convenio aludido que hace parte del bloque de constitucional, por lo cual deberán respetarse los métodos a los que los pueblos indígenas reconocidos recurren tradicionalmente, por los delitos cometidos por sus miembros; (vi) considera como valor para el condenado el participar en eventos como reuniones generales, de pleno, veredales o en actividades rituales, mingas, etc., para que tenga vitalidad cultural, lo que no puede brindar el INPEC, y lo cual ellos aportan para que no pierda el valor cultural de cada indígena; (vii) estiman que desde la conquista española no han podido remediar los daños causados y aun pretenden reducir toda su dignidad humana, al querer acabar con sus encuentros culturales étnicos y compara la política carcelaria con una entidad que ostenta un tinte de venganza frente a quien ha delinquido y predomina un sistema penitenciario eminentemente represivo; y (viii) mediante la Ley 74 de 1968 el Gobierno Nacional ha querido no solo proteger sino respetar desde el ángulo del derecho internacional a los miembros de la población minoritaria que como los pueblos indígenas difieren de los demás en sus usos, costumbres, tradiciones y maneras de concebir el mundo y por ende les debe una protección integral.

Pide en consecuencia que se tutelen los derechos reclamados y que viabilice la remisión del interno ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA a la comunidad indígena Resguardo Peña del Alto Silencio en el municipio de Tadó (Ch.)

3.- TRÁMITE Y CONTESTACIÓN

La Sala admitió la acción constitucional y corrió traslado de misma al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Pereira, a quien ostenta la condición de apoderado del señor ANTONIO ANTIVIA, y a la Delegada del Ministerio Público, frente a lo cual únicamente se pronunció el despacho accionado quien al respecto indicó lo siguiente:

Se negó la solicitud de traslado del interno al Resguardo Indígena ubicado en Tadó (Ch.) por cuanto lo pedido no llenaba los requisitos contenidos en la sentencia T-515/16, al no haberse manifestado que: (i) el condenado puede cumplir la pena en su territorio; (ii) el resguardo cuenta con las instalaciones idóneas para garantizar la privación de la libertad en condiciones dignas y con vigilancia de su seguridad. 
La referida decisión le fue notificada al interno con el fin de hacerle saber al Gobernador Indígena sobre los requisitos para aprobar su remisión, toda vez que el accionante no volvió a presentarse al juzgado para enterarlo de lo decidido, pero al percatarse que en la tutela se allegó un número celular se contactaron con el Alguacil Mayor del Cabildo, quien se comprometió a traer por escrito lo exigido para el mencionado traslado. Estima en consecuencia que el despacho no ha vulnerado derecho alguno al actor.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos allegados por parte de los juzgados demandados.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y y en los Decretos 2591/91, 1069 de 2015 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de las diligencias que se adelantan en contra del señor ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA, se vulneraron los derechos fundamentales reclamados.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De lo allegado al dossier se desprende que algunas autoridades indígenas del Resguardo Indígena Alto Sillencio ubicado en el municipio de Tadó (Ch.), así como el interno ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA, han interpuesto acción de tutela con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra diversos derechos fundamentales, en especial el de la autonomía y la autodeterminación de los pueblos indígenas, ya que no obstante haber sido condenado el señor ANTONIO ANTIVIA por un delito que atentó contra la vida e integridad personal, el mismo se halla privado de su libertad a órdenes del INPEC, cuando a raíz de su pertenencia a dicho resguardo debía estar bajo la vigilancia de dicha organización indígena, con miras a la protección del su identidad cultural.

Con antelación a realizar el análisis de fondo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que no resulta correcto atacar por esta vía las providencias judiciales, como lo hace el actor, por cuanto las mismas no configuran una vía de hecho en ninguna de las modalidades que ampliamente ha destacado la jurisprudencia.
Igualmente, como lo tiene decantado la jurisprudencia constitucional, la acción de amparo solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial y se utilice para evitar un perjuicio irremediable, en aplicación del principio de subsidiaridad que rige este procedimiento. Sobre el particular, esa alta Corporación ha señalado:

“En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
 

3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-

Debe indicarse igualmente, que  han sido varios los pronunciamientos en los cuales la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXX  se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” -negrillas de la Sala-

Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.” -negrillas de la Sala-

En este asunto lo que se observa es que efectivamente el Gobernador Indígena del Resguardo Alto Silencio del municipio de Tadó (Ch.), solicitó al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de esta capital, que se ordenara el traslado del interno ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira (Rda.) a dicho Resguardo para que purgue la pena que le fue impuesta, pero bajo el amparo de las leyes que cobijan la jurisdicción indígena de la cual hace parte.

El juzgado de instancia negó la pretensión exigida, toda vez que no se acreditaron la totalidad de las exigencias para autorizar que el interno pudiera ser remitido a dicha comunidad indígena, mismas que se encuentran contenidas en la Sentencia T-515/16 de la Corte Constitucional.  Y ello obedeció a que no se acreditó por parte del Gobernador del Resguardo lo siguiente: (i) que el señor ANTONIO ANTIVIA efectivamente pudiera cumplir la pena en su territorio; y (ii) que el resguardo contara con las instalaciones idóneas para garantizar la privación de la libertad del mismo en condiciones dignas y con la respectiva seguridad.
En efecto, el precedente constitucional aludido expresa:

“7.1 De acuerdo con las disposiciones normativas de rango constitucional y legal, los instrumentos internacionales y la jurisprudencia de esta Corporación, los indígenas tienen derecho a la aplicación de un enfoque diferencial en materia carcelaria y penitenciaria que les permita garantizar la protección y permanencia de sus costumbres y tradiciones étnicas. Esto implica que los indígenas que se encuentran recluidos en un establecimiento penitenciario ordinario por disposición de la máxima autoridad de su resguardo o por no haber cumplido los presupuestos jurisprudenciales para acceder al fuero especial, tienen derecho a pagar su condena en un pabellón especial que les garantice la protección de su derecho fundamental a la identidad cultural, o a ser enviados a su resguardo para cumplir dentro de su ámbito territorial la sanción.
7.2. En el evento en el que una persona indígena sea responsable de la comisión de un delito, no cumpla con los presupuestos jurisprudenciales para acceder al fuero especial y haya sido condenado por la jurisdicción ordinaria, ésta podrá cumplir la condena en su resguardo indígena siempre que la máxima autoridad indígena así lo solicite y la comunidad cuente con instalaciones idóneas para garantizar la privación de la libertad en condiciones dignas y con vigilancia de su seguridad”. -negrillas de la Sala-

Como se aprecia, la providencia emitida por el a quo no fue caprichosa ni amañada, ya que por el contrario se soportó en la jurisprudencia que ha regulado el tema objeto de estudio. Y si bien lo allí decidido no consultó los intereses del interno ANTONIO ANTIVIA, ni de las autoridades del Resguardo Indígena al que pertenece, ello obedeció precisamente a que por parte de la autoridad indígena no se acreditó con suficiencia que en dicho territorio se cumplieran las exigencias para que el interno pudiera continuar privado de su libertad en dicha comunidad indígena, a raíz de la pena que le fuera impuesta.

A lo anterior se añade que el despacho accionado, con ocasión de esta demanda constitucional, informó telefónicamente de las falencias advertidas al Alguacil Mayor del Resguardo Indígena, quien funge como uno de los accionantes, para que las mismas fueran suplidas y lograr así determinar la procedencia del traslado pedido; empero, a la hora de ahora, no se ha arrimado documentación alguna, lo cual también fue corroborado por esta Sala según comunicación telefónica sostenida con el Gobernador del Resguardo, señor JOSÉ BERCELIO BECHECHE RUBIANO, el cual luego de indagársele si ya había aportado al Juzgado de Ejecución de Penas las exigencias que se echan de menos para ordenar la remisión del señor ANTONIO ANTIVIA, atinó a indicar que el próximo viernes -marzo 16 de 2018- allegaría los documentos que le fueron exigidos con tal finalidad
.

Lo anterior permite soportar con mayor razón que ni para el momento en que se solicitó el traslado del interno ANTONIO ANTIVIA, ni mucho menos al día de hoy, se ha corroborado que la comunidad indígena a la que pertenece el interno haya satisfecho las exigencias constitucionales para que el sentenciado sea merecedor al cambio de sitio de reclusión solicitado.
Ahora bien, ha sido enfática la jurisprudencia constitucional al señalar que la acción constitucional no puede ser utilizada como una instancia adicional, toda vez que los interesados pudieron haber interpuesto los recursos ordinarios que para ello prevé el ordenamiento legal, frente a la decisión que les resultó desfavorable, habida cuenta que éstos se tornan en medios idóneos para buscar la protección de los derechos reclamados. Al respecto la Corte Constitucional en la sentencia T-032 de 2011, señaló:
 “Así, a la luz del principio de subsidiariedad, la acción de tutela no puede ser ejercida como un medio de defensa judicial alternativo o supletorio de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para el amparo de los derechos. De hecho, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, a través de la acción de amparo no es admisible la pretensión orientada a revivir términos concluidos u oportunidades procesales vencidas por la negligencia o inactividad injustificada del actor. Igualmente, la jurisprudencia tampoco ha consentido el ejercicio de la acción de tutela como el último recurso de defensa judicial o como una instancia adicional para proteger los derechos presuntamente vulnerados”. (Subrayado fuera del texto).
En ese punto en particular, lo que se sabe es que el proveído del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas le fue notificado al interno ANTONIO ANTIVIA, y al percatarse el despacho de la carencia de abogado defensor, procedió a nombrarle al Dr. HERNÁN ANGARITA para que lo representara -lo cual se hizo con ocasión de la interposición de esta acción de tutela-, pero de la información que el referido profesional aportó a esta Corporación al momento de acercarse a ser enterado de esta acción, se evidencia sin lugar a dudas que no obstante tal designación el mismo no ha sido enterado de ello, y que muy a pesar que esa notificación se llegare a surtir, él no aceptará el encargo
.

Tal situación implica que a la hora de ahora la decisión allí proferida todavía no ha cobrado firmeza, y por ende será en el interior del mencionado proceso donde se ventilen las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Tal circunstancia conllevaría a que esta Sala declarara la  improcedencia de la acción constitucional, al ser evidente que la petición elevada por el actor y los miembros del Resguardo Indígena Alto Silencio, aun surte su trámite al no haber cobrado ejecutoria. No obstante, estima la Corporación que de la información arrimada al dossier se evidencian hechos externos a la providencia adoptada por el funcionario judicial que comporta predicar que el asunto aquí planteado tiene relevancia constitucional al avizorarse la afectación de la garantía del derecho de defensa y debido proceso del actor, como pasa a verse.

La Corte Constitucional ha indicado lo siguiente:

“En estas condiciones, se advierte la concurrencia de una causal de procedibilidad de la acción constitucional, que en términos de la Corte Constitucional se configura cuando “una decisión judicial adoptada con respeto por el debido proceso; mediante una valoración probatoria plausible y conforme con los principios de la sana crítica; y fundamentada en una interpretación razonable de la ley sustancial, tiene como resultado la violación de derechos fundamentales al haber sido determinada o influenciada por aspectos externos al proceso, consistentes en fallas originadas en órganos estatales”.

Es evidente de acuerdo con lo informado por el mismo juzgado accionado, que para el instante en que se emitió la decisión que hoy es tema de cuestionamiento, el señor ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA carecía de defensa técnica, en tanto dicho auto no fue notificado a apoderado alguno y ello conllevó a que el despacho, con miras a garantizarle el derecho a la defensa, por auto de marzo 1° de 2018 le designara al Dr. HERNÁN ANGARITA como defensor de oficio, cargo del cual no había sido enterado y que no aceptaría a raíz de sus quebrantos de salud.

Lo anterior implica que el interno a la fecha no ha contado con la debida asistencia de un profesional del derecho que lo oriente en relación con lo decidido por el a quo mediante auto de enero 25 de 2018, máxime que tal providencia fue contraria no solo a sus intereses, sino también al de las autoridades de la comunidad indígena a las que pertenece, por ser quienes solicitaron su traslado.

De lo mencionado se aprecia que aunque el juzgado emitió esa providencia desde enero 25 de 2018, y que trató de suplir la ausencia de apoderado al designarle uno de oficio, tal providencia todavía no ha sido comunicada a un defensor técnico, toda vez que pese al nombramiento de un profesional del derecho, este no tenía conocimiento de tal situación e igualmente tampoco lo aceptaría, como así lo informó a esta Sala.

Lo anterior, en sentir del Tribunal, vulnera el debido proceso y el derecho a la defensa que debe regir todas las actuaciones judiciales, sin exclusión alguna, ya que el Estado está en la obligación de proveer un apoderado judicial para que asista los intereses del señor ANTONIO ANTIVIA en el proceso que se surte en su contra, circunstancia esta que si bien procuró ser subsanada en su momento por el despacho accionado, a raíz de la situación advertida aún no se ha concretado eficazmente y por ende debe ser objeto de salvaguarda por parte del juez constitucional en forma extra petita
.  

Así las cosas y ante la irregularidad advertida, la Sala tutelará el derecho fundamental a la defensa y debido proceso que le asiste al señor ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA, y en consecuencia le ordenará al juzgado accionado que, de no haberlo hecho, dentro del improrrogable plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este proveído, dé iniciación a las siguientes actividades: (i) adelante la gestión necesaria para obtener la designación de defensor adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Pública para el interno ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA, o en su defecto le sea asignado un defensor de oficio; (ii) una vez sea enterado el apoderado de esa designación, se le notifique el auto interlocutorio de fecha  enero 25 de 2018 con el fin de garantizar el debido proceso y el derecho a la defensa técnica del sentenciado; y (iii) una vez surtidos los plazos de ejecutoria y en caso de presentarse recurso de apelación, deberá darle trámite a los mismos sin dilación alguna.

Se dispondrá además oficiar a la Defensora del Pueblo de esta Seccional, para ponerla al tanto de esta determinación con miras a facilitar la gestión dispuesta.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales a la defensa y el debido proceso de los que es titular el señor ANTONIO ANTIVIA NARIQUEZA.
SEGUNDO: SE ORDENA al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir del momento de la notificación de esta sentencia, proceda en la forma indicada en el cuerpo motivo de la misma, con el fin de garantizar el derecho a una defensa técnica por parte del sentenciado ANTIVIA NARIQUEZA.
TERCERO: Entérese de esta decisión a la Defensora del Pueblo Regional Risaralda, para los fines oficiales que corresponden.

CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� T-344 de 2008 y además sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007.


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Ver folio 37.


� Ver constancias obrantes a folios 38 y 42.


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� Corte Constitucional, Sentencia T-590 de 2009.


� Al respecto pueden consultarse, entre otras, las Sentencias SU-484 de 2008, T-115 de 2015 y T-060 de 2016.
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